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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 6 de seticmbre de 2018

ASUNTO

FUNDAMEN'I'OS

encia emitida e¡ elExpcdienre 00987-2014 PA/TC, publicada en el diario

Recu¡so de ag¡avio constitucional intcrpuesto por do¡ percy Anc.l¡és Ramos
Huaracha contra la sentencia de fojas 268, de fecha l8 de julio de 2016, expcdida por la
Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arcquipa, quc deciaró
improcedente la demanda de autos.

I Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció. en el
49, co¡ caráctcr de precedente, que sc expedirá sentencia interlocuto¡ia

gatoria, dictada sin más trámite, cuando se p¡esente alguno de los siguientes
supucstosr quc igualmente están contenidos cn el a¡ticulo I I dcl Reglamcnto
Normativo del Tribunal Constitucional.

)b

d)

Carezca de fundamentación la supuesta \.ul¡eración.que se invoque.
La cuestión de Derecho conte¡ida en el recurso no sea de especial
trascendencia constifu cioI1al.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de ma¡era desestimatoria en casos sustancialmente isuales

c)

3 El p¡esentc caso es sustancialmente iguai al resuclto, de manera descstimatoria. en
el Expediente 02729 2011-P1\l-lC, debido a que la pretcnsión dc la partc
dcmandantc se orienta a cuestionar su pase a la sifuación policial dc actividad_ a la
situación policial de retiro por la causal de rcnovación por cuadros, el cual se habria

2. En la resolución recaída en el Expedienre 02'129 2Otl-pAlTC. publicada cl 2 de
setiembrc de 201I cn el portal web institucional, el Tribunal Constitucional dcclaró
improcedentc la demanda y dejó establecido que el plazo de prescripción dispuesto
en el a¡tículo 44 del Código l,roccsal Constitucional resulta exigible en matcria
laboral (lo quc se eDcucntra decidido desdc la sentencia emitida en el Expedientc
04272-2006-A,A1TC) y que opera a tos sesenta (60) días hábiles, contados dcsde el
momento en que se haya producido Ia afcctación.
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDEN I'L c1 recurso de asravio conslilucionai

Publíquese y notifiquese

SS.

|xP N.o 04507-20I6-P,\/tC
ARI]QU]PA
PI.-RCY ÁNDRLS ITAMOS HUARACHA

Sin perjuicio de io antes explLeslo, rcsulla perlinente scñaLar clue si bien e¡ autos a
fojas l8 obra el recurso de apelación inlerpueslo por el demandantc en contra de la
Resolución Directoral 10262-DIREJI,IPEIt-PNP. de 1¡cha 27 dc diciembre dc 2013.
conlbrme sc advierte del mismo rccurso, este dcbió se¡ inlcrpllcsro como máximo el
17 de febrero de 2014 (lbjas l9): sin embargo. conlbrme obra a fojas 18, fue
prescntado con l'echa mayo de 2014. lo cual t¿rmbién ha sido maleria dc precisión
en Ia sentcncia de vista (considerardo 4.5 cuarto. i'oias 274 de autos) y no ha sido
contradicho por el demandantc en sLr recLlrso dc aglavio constitucional.

¿1. En consecucncia, y de lo expueslo ell los f'undamcntos 2 y 3 .r.rrpra, sc verifica que
el presente recu¡so de agravio ha incur¡ido cn la causal dc rcchazo prevista en el
acápite d) del fünda¡ne¡to 49 de la sellreDcia cmitida e¡ el Expcdicllte 00987-201,1-
PA/TC y en el inciso d) del articulo 11 dei Reglame¡ro Nonnativo del T¡ibunal
Constitucional. Por csla razón, corrcsponde declar¡r, sin más 1rámite. improcedenle
el recurso de agravio constitucional.

MIRANDA CANAI,I!S
SARDÓN DE TABOAD^

<-ESPINOSA-SALDAÑA rdl

producido el 27 de enero de 2014 (ficha en la cual prccisa lüe notificado
formalmente, obrante a lojas 18). mieütras c¡ue la dcmanda lüe interpuesta con
fecha 7 dejulio dc 2014 (U 35). más all/t dclplazo legalmentc prcvisto en el Código
P¡ocesal Constitr¡cional-

Por estos fundamentos, el l¡ib¡.r¡al Conslitucional. con la autoridad que le
confiere la Co¡stituciór'r Politica del PerÍr, y la participación dcl magistrado Flspinosa-
Saldaña Bar¡era, convocado para dirimir la discordia suscitada por cl voto singular del
magistrado Ferre¡o Costa, y el fundamento dc voto del magistmdo Sardón de Taboada
que se agrega,

(
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bien cstoy dc acuerdo con el fallo de la sentencia inte¡locuto a expedida en autos,
djscrepo de su fundarnentación.

E¡1 el acápitc b) de1 fundanrento 49 de la sentencia emitida en el Expedienle 00987-
201.1 Pd/'IC 

-precedente 
Vásquez Romero este T bunal Constitucional scñaló quc

debe rechaza¡se el recurso dc agravio constifucional cuando la cuestión de Derecho quc
conliene no sea de cspccial trasccndcncia constifucional.

tsn este caso, la parte demandaDte solicita su reposición en el puesto de trabajo, por con-
siderar que fue dcspcdida arbitm amento. Sin embargo, como he señalado
¡cpctidamente en mis votos emitidos como magistrado de este T¡ibunal Constitucior¡al,
considero que nuestra Constitución no establece un régimen de estabilidad labo¡al abso-
luta.

A mi entender, el derecho al trabajo consagrado por el artículo 22 de la Constifución no
inclüye la reposición. Como señalé en el voto si¡gular que emiti en el Expediente
05057-2013-PA/TC, Precedente Huatuco Huatuco, el derecho al trabajo

w

debe ser entendido como /a pasibiliddd de occedet libremente aL mercado laboral o a des
drrcUat la actit¡¿a¿ ecokón¡ca quc aao qu¡¿td, dentro de los líñ¡tes que la ley es¡able9
por tdzohes ¡lc o en pnbl,.o. Solo esla interpretación es consistenle con las libedades de
contralación y t¡ab¡lo consagradas en el articulo 2", incisos l4 y l5; la liberlad de empresa
cstablccida en cl articulo 59'; y, la vrsión diná,nica del proceso económico conlenida en cl
arliculo 6l'dc I¡t Constilución.

Asi, cuando el articulo 27 de la Constitucjón dc 1993 establece que "la ley otorga al
trabajador protección adecuada contra el despido arbitrario", sc ¡cficre solo a obtener
una indem¡ización deteiminada por Ia ley.

A mi criterio, cuando la Constjtución utilizó el adjetiyo crrbitrario, e¡globó tanto al
despido ,¿rlo cotno al injusirtcddo de los que hablaba cl Dccreto Legislativo 728, Ley
de Fomento dcl Empleo, dc l2 de noviembre de 1991.

Eslo es asi porque, scgún el Diccionario de la Lengua Español¿, atbitar¡o cs

Sujelo a la libre voluntad o al capricho anlcs quc ¡ l¿ lcy o a la razón

Indebidamente, la Ley 26513 
-promulgada 

cuando ya se cncontmba vigente la actual
Constrtución prctcndió cquiparar el despido que la Constitución dcnomi¡ó arbitrario
solo a Io que la versión original del Decrcto Legislativo 728 ll^t\ó iniusÍil¡cedo.
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Semejante operación normativa implicaba añrmar que el despido ralo no puede ser
descrito como "sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón", lo
que es evidcntemcntc inaceptable.

Más allá de su deñciente ]ógica, la Ley 26513 tuvo como coDsecuencia resucitar la re-
posición como medida de protección f¡ente a un tipo de despido, entregándoles a los
jüeces poder para forzar la continuidad de una relación de trabajo.

Esta nueva clasificación ---que se mantiene en el Texto Únrco O¡den¿.lo del Decreto
Legislativo 728, Lcy de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
Decreto Sup¡emo 003-97-TR es inconstitucional.

Lamcntablcmente, este el.ror fire ampliado por el Tribunal Constitucional mediante los
casos Sindicato Tclcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que co
rrespondía la reposición incluso frente al dcspido arbitra o.

Al tiempo que extrajo la rcposición de la existencia del amparo labo.al, Llanos Huasco
prctendió que se distinguiera cntre el despido nulo, el incausado y el f¡audulento. Asi,
si no coÍvencía, al menos confundi¡ía.

A mi criterio, la proscripción comtitucional de la reposición incluye, ciertamente, a los
tmbajadores del Estado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régimen
laboralpúblico.

La Constitución de 1993 evitó cuidadosamente utilizar el término "estabilidad laboral",
co¡ el que tanto su predecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 2'76, de 24 de
marzo de 1984, se referían a la reposición.

El derecho a la reposición del régimen de la carrera administrativa no sobrcvivió, pues,
a la piomulgaoión de la Constitución el 29 de diciemb¡c de 1993. No cambia las cosas
quc hayan tmnscurrido casi veintici¡co años sin que algunos sc percaten de ello.

Por tanto, considero quc cl recurso de agravio constitucional debe rechazarse porque no
está relacionado con el contenido constitucionahnente protegido del dcrccho invocado.

)S
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SARDÓN DE TABOADA

Lo q

ellñ[uM
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VOTO SINCULAR I)EL MAGISTRADO FERREIiO COSTA

Con la potestad que me otorga Ia Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega nTagistrado, cmito el presente voto singular, para expresar respeluosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC.
SENTENCIA TNTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:
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La Constitución de 1979 creó el lribunal de Garantías Constitucionales cr¡mo
instancia de casación y la Constitución de 1993 ljonvinio al Iribunal Consritucional
en instancia de l'allo. La Cons¡itución del 79, pot primera vez en nuestra histo ¡
cons¡itucional, dispuso la creación de un órgano a./ ro¿, independiente dcl Poder
Judicial, con la tarea de garanlizar La supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos l'ulldamentales.

2. l,a Ley Fundamenlal de 1979 estableció que el Tribunal de Caranrías
Conslitucionales era un órgano de control de la Co¡stitución, que tenía j u¡isdicción
en todo el teritorio nacional para conocer, en yía de casatc¡ón, de los hdbeas corpu.t
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho TribuÍal no
constituía una instancia habilitada para fallar en fonna definitiva sobre la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como anenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

3. En esc sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Ga¡antias
Constilücionales, vigcnte en ese momento, estableció, en sus artícu1os 42 al 46, que
dicho órgano, al erconlrar una rcsolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fonna errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tlamitación y resolución de la dema¡da, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deñciencia" devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) paÉ que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los prooesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tuteia ante amenazas y vulneración de derechos fue se¡iamente
modillcado en la Constitución de 1993. En primer lugar. se amplian los
mccallismos de tutela de dos a cualro, a saber, hdbeas corpus, aÍ\paro, habeas dotd
¡, acción de cumplimiento. En segundo lugar. se crca ai Tribunal Constitr¡cional
como ó¡gano de control dc 1a constitucionalidad! aun cuando la Constitución lo
calilica erróneanente como "órgano de control de la Constitución,,. No obstanle, en

1

t\rl

EL TRtBt NAL CoNstrrucroNAl- coMo coRTE DE REVISIóN o ¡'ALLo y No DE

CASACIóN
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maleria dc procesos constitucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
'I ¡ibunal Constitucional es instanoia de revisión o l'allo.

5. Cabe señala¡ que la Constitr¡ción Politica del Perú, en su aÍiculo 202, inciso 2.
prescribe que correspondc al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
def¡nitit,a ¡nstdncía, lds rcsoluciofies denegaforios dictadas en los procesos de
habeas corpus, umparo, habeas dala y acción de cumpliniento". Esta disposición
constituoional, desde una posición de tianca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectu¡a dive¡sa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delénsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como lin supremo de Ia
sociedad y del Estado (a ioulo l), y "la obseryancia del debido prcceso y t tela
júr¡sdicciond. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción
predeterfiinc¡dd por la le),, ni sometida a procedimiento distinto de los prctidmente
establecidos, n¡ juzgada por órganos.iurisdicc¡onales de excepción ni pur
com¡siones especiales creadqs al efecto cualquiera sea su denominació¡t,'.
consagrada en el aficulo 139. inciso 3.

EXP. N.' 0,1507-2016-PA/TC
ARIQUIPA
PERCY ANDRES RAMOS iIUAI.{C}IA

lL DERECHo A sER oiDo colro l\'rANtr¡ESTlcróN DE L^ DEi\tocRATrzACróN DE r,os
l'Roclrsos CoNs t ucloNALls DE L^ LIBDR.TÁD

8. La admidstración de justicia constitucional de la libertad que brinda el .l.ribunal

Constilucional, desde su creación, es respetuosa! coü1o co¡responde, de1 derecho de

/Ilt

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la ú1tima instancia constitucional tiene lugar por la vía del cert¡orari
(Suprema Cofie de los Estados Unjdos), en el Perú el poder Constituyente optó por
un órgano supremo de intetpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la liberlad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de sü de¡echo e11 sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión cs la supuesta amenaza o lesión de un de¡echo fundamental. se
debe abrir la via couespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apeñura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormeno¡izado
andlrsis de Io que .c prerende. de Io que 5e in\ oca.

7. Lo conslitucioDal es escuchar a ia parte como concretización de su derecho
i¡¡enunciable a Ia delénsa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de delensa de los derechos lundamentales ftente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t¡iunfo de la justicia frenle a la
¿r¡bi¡¡a¡iedad.
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del'ensa inherenle a loda pelsona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido oon todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

dclcrminen iJs derechos. inrereses ) Ubligaciones.

9. Prccisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡ealizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa. la cual. sólo es
ettctiva cuando el jrxticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrirr y
oral, los argumentos pertincntes, collcretándose el principio dc inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la interve¡ción de las parles, coÍesponde señalar que, er1 tanto que la
potestad de admi¡istrar justicia constituye uÍa manifestación del poder que el
Estado ostcnta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
b¡inda con eslricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantÍas.

I 1. Cabe añadir que la participación directa de las pafies, en defensa de sus inlereses,
que sc concede en la audicncia de vistd, también constituye un elemento que
democratiza cl proceso. De lo contrario, se decidi¡ia sobre Ia esléra de interés de
una persona sin pennitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
cxcluyente y antidemocrático. Además, cl Tribuüal Constitucional tiere el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, Ios motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las ¡azones de de¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

IIiltililil1il illlt
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12. En ese sentido, la Corte Interamericalu de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defe[sa "obliga al Esfado a tr.ttat al indh)iduo en todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en el más amfl¡o s¿ tid¿ de es¡e concrpto, y no
timplemente cctmo objeto del mismo"t. ¡ q\te t'foro que e^istd dehrclo proceso legal
es preciso (lue un justiciable pueda hacer tialer sus dcrechos y defender sus
inte¡eses en^.folma efecÍira y en co diciones de igualdad prccesal con otros
justiciables'2.

I Corte IDH. Caso Ba¡aeto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafb 29.

':Coñe IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

¡tr1
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NATIR.{L[zA PRoclsAL DEL RECURSo DE AGR.A.vro CoNSTrrucroNAt,

11. El modclo de "instancia de Í'allo' plasmado en la Constitución no pucdc ser
desvir¡.ndo por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho'lljbunal es su intérprete sup¡emo, pero no su reformador, toda
vez quc como órgano consliluido también cstá sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucion¿l de la iibe¡tad la de¡ominada
'scntencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el T¡ibunal Constitucional no tiene comperencia
para "¡evisar" ni mucho menos "rccaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los añiculos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre e1 fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho ¡ecurso. sino por el cont¡ario de "conocer" 10 que la parte alega
!L,nro un dgrdvio qLle le cau.a indel'en.ion.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutorja" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en eJ mejor de los casos,
requierc ser aclatado, justiñcado y concretado en supueslos especificos, a saber,
idenlificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnjrlo, ni justiñcarlo,
convicfie el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al¡ctar, entre otros, el derecho lu[damental de defensa. en su manifestación de se¡
oido con las dcbidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjerivas )
carentes de predictibilidad, aflctando notablemente a los justiciabies, quienes
tendrian que adivilar qr"ré resolverá el 1'ribunal Constitucional antes dc p¡esentar su
respectiva demanda-

17. Por lo demás. m¿ltdt¡s mutdndis, el ptecedente vinculante conte¡ido en la SeÍttencia
00987-201,I-PA/TC repite lo señalado por el fribunal Constitucioüal en otros
thllos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del ürismo modo, constituye una reafirmación de la natuúleza
procesal dc los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, vÍa prer ia,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierlo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libeúad sean de
una naturaleza p¡ocesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
molivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agrario
consttucional.

t\til
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19. Por lanto. si se tienc en cuenta que la justicia en sede constitucional representa Ia
ítltima posibilidad para protege¡ y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que el1 e] presente caso se convoque a audiencia para 1a

vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto i¡stancia última y
delinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
dc¡echos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judiciai;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como af-r¡mó llaúl Ferero Rebagliati, "la delensa del derecho de uno es. al mismo
tie¡npo, una defensa total de la Constitución, pucs si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al defende¡ su derecho
está dcf'endieüdo el de los demás y el de la oomunidad que resulta oprimjda o
c¡rvilecida sin la protección judicial auténtica".
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